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Ciudad de Buenos Aires, 22/01/2021

VISTO el Expediente N° EX-2021-03652265-APN-
DGD#MT, las Leyes Nros. 24.241, 24.557, 26.122,
26.773, 27.348 y 27.541, los Decretos de Necesidad
y Urgencia Nros. 34 del 13 de diciembre de 2019,
260 del 12 de marzo de 2020, 297 del 19 de marzo
de 2020, 329 del 31 de marzo de 2020, 367 del 13 de
abril de 2020, 529 del 9 de junio de 2020, 875 del 7
de noviembre de 2020, 891 del 13 de noviembre de
2020, 961 del 29 de noviembre de 2020, 1033 del 20
de diciembre de 2020 y el Decreto Nº 590 del 30 de
junio de 1997 y sus respectivas normas modificatorias
y complementarias, y

CONSIDERANDO:

Que la protección preferente de las trabajadoras y
los trabajadores es una garantía que la
CONSTITUCIÓN NACIONAL incluye en el artículo 14
bis y que, en idéntico sentido, normas internacionales
incorporadas en el artículo 75, inciso 22, obligan a
adoptar medidas robustas de mayor intensidad en
contextos excepcionales que ponen en riesgo el propio
tejido del sistema de relaciones laborales.

Que aún se encuentran vigentes medidas de apoyo y
sostén para el funcionamiento de las empresas que
continúan con problemas en el contexto de
emergencia, mientras que otras unidades productivas
se encuentran en un proceso de recuperación, por lo
que los Decretos de Necesidad y Urgencia Nros. 329/
20, 487 del 18 de mayo de 2020, 624 del 28 de julio
de 2020, 761 del 23 de septiembre de 2020 y 891/20,
mediante los que se prohibieron los despidos sin justa
causa y por las causales de falta o disminución de
trabajo y fuerza mayor, resultan herramientas de
política laboral para permitir la preservación de las
relaciones de trabajo.

Que, asimismo, por los citados decretos también
se prohibieron las suspensiones por las causales
de fuerza mayor o falta o disminución de trabajo,
quedando exceptuadas de dicha prohibición las
suspensiones efectuadas en los términos del artículo
223 bis de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976)
y sus modificatorias.

Que en ese marco, se dispuso también que los
despidos y las suspensiones que se hubieran
adoptado en violación a lo establecido en el artículo
2° y en el primer párrafo del artículo 3º de los aludidos
decretos, no producirían efecto alguno,
manteniéndose vigentes las relaciones laborales
existentes y sus condiciones entonces vigentes.

Que esta crisis excepcional exige prorrogar la
oportuna adopción de medidas de idéntica índole,
asegurando a los trabajadores y a las trabajadoras
que esta emergencia no les hará perder sus puestos
de trabajo.

Que, en el marco de las obligaciones asumidas por
la REPÚBLICA ARGENTINA en el Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales y con el objetivo de preservar la paz social,
corresponde prorrogar las medidas transitorias,
proporcionadas y razonables, con el fin de garantizar
el derecho de toda persona a tener la oportunidad
de ganarse la vida mediante su trabajo, que le
asegure condiciones de existencia dignas para ella
y para su familia.

Que la duplicación de las indemnizaciones por
despido sin justa causa prevista en el Decreto de
Necesidad y Urgencia N° 34/19, a diferencia de las
medidas destinadas a la prohibición de despedir y
suspender por falta o disminución de trabajo o fuerza
mayor, se sustentó en la emergencia pública en

materia ocupacional, declarada mediante dicho
decreto con anterioridad a la existencia de la
pandemia y ante la crítica situación económica y
social a la que alude la Ley N° 27.541.

Que dicha norma tuvo como finalidad aventar el temor
de las trabajadoras y los trabajadores a perder el
empleo y ver deterioradas sus condiciones de vida,
lo cual ha sido contemplado, con posterioridad, para
prohibir los despidos sin expresión de causa o por
las causales de falta o disminución de trabajo o fuerza
mayor.

Que, ante los indicios objetivos de reactivación
económica, se justifica una adecuación cuantitativa
por medio de la fijación de un tope en la parte
correspondiente a la duplicación, que mantiene la
intensidad de la tutela en los trabajadores y las
trabajadoras de menores ingresos y constituye un
razonable instrumento en las particulares vicisitudes
por las que atraviesa el mercado de trabajo.

Que por el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 367/
20 se dispuso que la enfermedad COVID-19
producida por el virus SARS-CoV-2 se consideraría
presuntivamente una enfermedad de carácter
profesional -no listada- en los términos del apartado
2, inciso b) del artículo 6º de la Ley Nº 24.557,
respecto de las trabajadoras y los trabajadores
dependientes excluidas y excluidos mediante
dispensa legal del cumplimiento del aislamiento
social, preventivo y obligatorio ordenado por el
Decreto de Necesidad y Urgencia N° 297/20 y sus
normas complementarias, con el fin de realizar
actividades declaradas esenciales.

Que, conforme lo previsto por el artículo 5º del
precitado Decreto N° 367/20, el financiamiento de
las prestaciones otorgadas para la cobertura especial
de la presunta enfermedad profesional COVID-19
será imputado en un CIENTO POR CIENTO (100 %)
al FONDO FIDUCIARIO DE ENFERMEDADES
PROFESIONALES creado mediante el Decreto N°
590/97.

Que en orden a la situación epidemiológica verificada
en el ámbito específico del Sistema de Riesgos del
Trabajo resulta prudente prever la futura adopción de
medidas concretas tendientes a la capitalización del
mentado Fondo con el fin de garantizar
adecuadamente el financiamiento de la cobertura de

EMERGENCIA PÚBLICA EN MATERIA OCUPACIONAL

AMPLÍASE PLAZO.

DECRETO 39/2021
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la enfermedad COVID-19 padecida por los
trabajadores y las trabajadoras por ella alcanzados
y alcanzadas.

Que los principios de solidaridad y esfuerzo
compartido conllevan, en el contexto de la
emergencia sanitaria actual del país, la necesidad
de implementar acciones eficaces destinadas a
preservar las condiciones de vida y de trabajo de
todos los sectores laborales en riesgo.

Que, asimismo, en los casos de trabajadoras y
trabajadores de la salud, dicho decreto estableció
en su artículo 4° que se considera que la enfermedad
COVID-19 producida por el virus SARS-CoV-2, guarda
relación de causalidad directa e inmediata con la
labor efectuada salvo que se demuestre en el caso
concreto la inexistencia de este último supuesto
fáctico.

Que, posteriormente, mediante el Decreto de
Necesidad y Urgencia N° 875/20, se incorporó a la
presunción establecida en el mencionado artículo
4° del Decreto de Necesidad y Urgencia N° 367/20,
a los miembros de fuerzas policiales federales y
provinciales en cumplimiento de servicio efectivo.

Que, en función de la evolución de la epidemia en
las distintas jurisdicciones del país y tomando en
cuenta parámetros conocidos respecto de la
cantidad de casos de contagio registrados por rama
de actividad laboral durante el transcurso de la
pandemia de COVID-19, resulta necesario y
socialmente justo incorporar a la cobertura especial
y transitoria prevista en el referenciado Decreto de
Necesidad y Urgencia N° 367/20 a todos los
trabajadores y todas las trabajadoras expuestos y
expuestas al agente patógeno respectivo.

Que, dado el alcance mundial de esta crisis sanitaria,
resulta pertinente destacar que la ORGANIZACIÓN
INTERNACIONAL DEL TRABAJO (O.I.T.) ha llevado
a cabo un análisis pormenorizado sobre las
disposiciones fundamentales de las normas
internacionales del trabajo pertinentes en el contexto
del brote de la COVID-19, publicado el 27 de marzo
de 2020, sosteniendo que las patologías contraídas
por exposición en el trabajo a dicho agente patógeno
podrían considerarse como enfermedades
profesionales.

Que, en ese marco, diversos países han declarado
que la afección por la COVID-19 producida por la
exposición de los trabajadores al virus SARS-CoV-2
durante la realización de sus tareas laborales, reviste
carácter de enfermedad profesional. Así sucedió, por
ejemplo, en España, Uruguay y Colombia.

Que las medidas que se establecen en el presente
decreto son razonables y proporcionadas con
relación a la amenaza y al riesgo sanitario que
enfrenta nuestro país y se adoptan en forma
temporaria, toda vez que resultan perentorias y
necesarias para proteger la salud de determinados
sectores de la población trabajadora particularmente
vulnerable.

Que en virtud de lo expuesto, deviene imposible
seguir los trámites ordinarios para la sanción de las
leyes.

En razón de ello, sugiero admitir parcialmente la
queja de la parte demandada y liquidar el
incremento del 50% sobre el importe resultante de
la diferencia entre lo que le correspondía haber
percibido al trabajador con motivo de su despido
incausado ($ 111.758,45 –cfr. fs. 105-) y lo
efectivamente abonado por la accionada por
indemnización integración mes de despido,
indemnización por antigüedad e indemnización por
preaviso –más SAC prop.- ($ 45.077 –según fs. 22-
), lo que arroja a la suma de $ 33.340,72 ($
111.758,45 - $ 45.077 x 50%).

V. En cambio, no prosperará el agravio
vertido contra la condena a abonar la
indemnización prevista en el artículo 80 de la L.C.T.
–t.o. según art. 45, ley 25.345-.
Sostiene la apelante que para que proceda dicho
rubro la intimación prevista en el decreto
reglamentario debe realizarse transcurridos los 30
días del cese del vínculo laboral, situación que en el
caso el actor no habría cumplido por cuanto el
despido ocurrió con fecha 11/11/2016 y aquél recién
intimó por los certificados previstos en el citado
artículo 80 casi cuatro meses después, el día 01/03/
2017.
No le asiste razón a la recurrente a poco que se
observa que tal como ella misma señala, el
trabajador dio cumplimiento al recaudo formal de
intimación previsto en el art. 3° del decreto 146/01
en exceso del plazo previsto por dicha norma
reglamentaria, resultando dogmático este segmento
de la queja, correspondiendo confirmar en este
aspecto la sentencia apelada.

VI. Por consiguiente, de prosperar mi voto,
la acción prosperaría por los siguientes rubros e
importes: a) indemnización por antigüedad: $
45.222 ($ 75.822 - $ 32.600) b) integración por
preaviso: $ 18.474 ($ 25.274 – 6.800) c) SAC s/
preaviso: $ 1.161,16 ($ 2.106,16 - $ 945) d)
integración mes de despido: $ 3.166,12 ($ 7.898,12
- $ 4.732) e) SAC s/ integración: $ 658,17 f) días
trabajados de noviembre 2016: $ 4.572,59 g)
vacaciones proporcionales: $ 6.325,13 ($ 9.160,95 -

Que la Ley N° 26.122 regula el trámite y los alcances
de la intervención del HONORABLE CONGRESO DE
LA NACIÓN respecto de los Decretos de Necesidad
y Urgencia dictados por el PODER EJECUTIVO
NACIONAL, en virtud de lo dispuesto por el artículo
99, inciso 3 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL.

Que la citada ley determina que la COMISIÓN
BICAMERAL PERMANENTE tiene competencia para
pronunciarse respecto de la validez o invalidez de
los Decretos de Necesidad y Urgencia, así como
para elevar el dictamen al plenario de cada Cámara
para su expreso tratamiento, en el plazo de DIEZ
(10) días hábiles.

Que el artículo 22 de la Ley N° 26.122 dispone que
las Cámaras se pronuncien mediante sendas
resoluciones, y que el rechazo o aprobación de los
decretos deberá ser expreso conforme lo establecido
en el artículo 82 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL.

Que han tomado intervención los servicios jurídicos
competentes.

Que la presente medida se dicta en uso de las
atribuciones conferidas por el artículo 99, incisos 1 y
3 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL.

Por ello,

EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA EN
ACUERDO GENERAL DE MINISTROS

DECRETA:

ARTÍCULO 1°.- Amplíase hasta el 31 de
diciembre de 2021 la emergencia pública en materia
ocupacional declarada por el Decreto de Necesidad
y Urgencia N° 34/19 y ampliada por sus similares
Nros. 528/20 y 961/20.

ARTÍCULO 2°.- Prorrógase la prohibición de
efectuar despidos sin justa causa y por las causales
de falta o disminución de trabajo y fuerza mayor por
el plazo de NOVENTA (90) días corridos contados a
partir del vencimiento del plazo establecido por el
Decreto de Necesidad y Urgencia N° 891/20.

ARTÍCULO 3°.- Prorrógase la prohibición de
efectuar suspensiones por las causales de fuerza
mayor o falta o disminución de trabajo por el plazo
de NOVENTA (90) días corridos contados a partir del
vencimiento del plazo establecido por el Decreto N°
891/20.

Quedan exceptuadas de esta prohibición y de los
límites temporales previstos por los artículos 220,
221 y 222 de la Ley de Contrato de Trabajo, las
suspensiones efectuadas en los términos del artículo
223 bis de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976)
y sus modificatorias, como consecuencia de la
emergencia sanitaria.

ARTÍCULO 4°.- Los despidos y las
suspensiones que se dispongan en violación de lo
dispuesto en el artículo 2° y en el primer párrafo del
artículo 3º del presente decreto no producirán efecto
alguno, manteniéndose vigentes las relaciones
laborales existentes y sus condiciones actuales.

CONTINÚA EN LA PRÓXIMA EDICIÓN
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CARTERA DE
SERVICIOS

· Publicaciones legales (Convocatorias
a Asamblea, Aumento y Reducción de Capital,
Derecho de Preferencia, Escisión, Fusión,
Transferencias de Fondo de Comercio, edictos
judiciales, etc.), realizándolas en “Nuestro
Diario” o solicitándonos su gestión ante
cualquier otro diario de su interés, sin aplicar
adicionales o recargos por la misma.

Biblioteca “El Accionista”:
ingresando a la página web:
·www.diarioelaccionista.com.ar, podrá
encontrar material informativo y antecedentes
jurisprudenciales en materia Comercial, Laboral
y Jurisprudencia administrativa de la I.G.J. como
así también Resoluciones Generales de I.G.J.,
C.N.V., U.I.F. y demás.

Inscripciones ante la Inspección
General de Justicia (Capital Federal y
Provincia de Buenos Aires ) de Sociedades
Nacionales y Extranjeras, Aumentos de Capital,
Reformas de Estatutos, Cambios de Domicilio,
Fusiones, Escisiones, Reducciones de Capital,
Directorios ( Art. 60 Ley 19.550 ), obtención
de matrículas de Comerciante y Martillero, au-
torización para la utilización de medios
mecánicos contables ( art. 61 Ley 19.550 ),
Cumplimiento de la R.G. I.G.J. Nº 1/2010 ( D.J.
de Actualización de Datos) y R.G. Nº 2/2012
(Declaración Jurada – “Persona Expuesta Po-
líticamente) y todo lo atinente al desarrollo de
la vida societaria, como así también de las
Asociaciones Civiles y Fundaciones.

Asesoramiento legal.

Copiado y Rúbrica de libros

Ante la Inspección General de Justicia  (CABA)
y Personas Jurídicas de la Provincia de Buenos
Aires.

Más de 72 años de trayectoria y
permanencia, avalan y demuestran el éxito y
capacidad de nuestra empresa.
Nuestro servicio personalizado consiste en
solucionar su problema, escuchándolo y buscando
la mejor solución profesional, práctica y económica
para Ud. La función de nuestra empresa es servir al
cliente, de forma personalizada, contando con los
conocimientos que usted necesita.
Esperamos contarlo pronto dentro de nuestra
cartera de clientes, integrada por prestigiosas
sociedades nacionales e internacionales, asociacio-
nes, fundaciones, escribanos, contadores, abogados
y empresarios.

I N S P E C C I Ó N  G E N E R A L  D E  J U S T I C I A

RÉGIMEN DE ATENCIÓN
DURANTE ENERO

1° Durante el mes de enero de 2021 la INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA
mantendrá su funcionamiento normal, con las limitaciones que en los artículos
siguientes se detallan.

2°  HORARIO DE MESA DE ENTRADAS: El horario de recepción de los trámites
habilitados en las sedes de Paseo Colón 291, C.A.B.A., Colegio Público de Abogados
de Capital Federal, Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires y Consejo
Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, será
de 09:00 a 12:00 horas.

3° HORARIO DEL DEPARTAMENTO DE RÚBRICAS: la entrega de obleas rubricadas,
será de 10:00 a 12:00 horas.

4° RECEPCIÓN DE OFICIOS JUDICIALES: Se recibirán por  los medios que
corresponda, solamente aquellos of icios judiciales que tengan carácter de urgente.
Se entenderá por tales a:

a) Los librados mediando habilitación judicial de feria que resulte de auto
ordenatorio o del cuerpo del despacho;

b) Los provenientes de Tribunales Federales y de otros con competencia en
materia  penal y correccional;

c) Los provenientes de organismos instructorios en materia penal; y

d) Aquellos que por razonable analogía, se puedan considerar comprendidos
en el presente artículo.

5° Se dará  curso a  todos los trámites  habil i tados que ingresen a través de la
Plataforma de Trámites a Distancia (TAD).

6° No se dará curso a contestaciones de vistas con anterioridad al 31 de diciembre
de 2020. Su plazo se tendrá por automáticamente suspendido a partir del 31 de
diciembre de 2020 y se reanudará automáticamente, el 1 de febrero de 2021, excepto
para los trámites correspondientes al Departamento de Precalificación de Sociedades
Comerc ia les , a l Departamento de Personer ía  Jurídica de Ent idades Civiles , al
Depa r tamento  de  D enunc ia s  y  Fi sc a l izac ión  de  Soc ied ades  Comerc ia les ,  a l
Departamento de Control Contable de Sociedades Comerciales y a la Oficina de
Entidades Extranjeras y Asuntos Especiales.

7° Suspéndase el plazo para proveer denuncias durante el mes de enero de 2021.
Sin perjuicio de ello, podrá disponerse su tramitación en caso de requerirlo el
ejerc ic io inmedia to de medidas  propias  de la  f isca lizac ión permanente sobre
sociedades comprendidas en los artículo 299 y 301 de la Ley 19.550, y las sociedades
y entidades comprendidas en los artículos 8, 9  y 10 de la  Ley 22.315 o por expreso
pedido de habilitación de feria cuando las circunstancias extraordinarias así lo
justifiquen.
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RESTAURANTE

CONVOCATORIA  A
ASAMBLEA

ADMINISTRADORA WESTON S.A.

CUIT Nro. 30-71061341-5
Convocase a Asamblea General Ordinaria para el
día 15 de febrero de 2021 a las 14.00 hs., en primera
convocatoria, y a las 15.00 hs. en segunda
convocatoria, en Lola Mora 457, piso 2, Business
Center, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, para
tratar el siguiente

ORDEN DEL DÍA:

a) Designación de dos accionistas para
firmar el acta de Asamblea;

b) Consideración de los documentos que
prescribe la Ley 19.550, modificada por la Ley
22.903, en su art.234 inciso 1° por el ejercicio
económico número doce finalizado el 31 de marzo
de 2020;

c) Tratamiento del resultado del ejercicio;

d) Aprobación de la gestión del Directorio
conforme a los lineamientos del art. 275 de la Ley
19.550, modificada por la Ley 22.903;

Depósito de acciones, conforme al artículo 238 LSC
en la sede legal sita en Lola Mora 457, piso 4,
Departamento 411, Ciudad Autónoma de Buenos
Aires.
El Directorio

Victor Plumari - Presidente

EL PRESIDENTE
Diario El Accionista
Fact. B-528 I:22-01-21 V: 28-01-21

FINISTERRE SEGUROS S.A.

30-71234029-7 El Directorio resuelve Convocar a
Asamblea General Extraordinaria en primer y
segunda convocatoria para el día 17 de febrero de
2021 a las 15:00 y 16.00 horas respectivamente, en
virtud de los establecido en el DNU 297/2020 del
PEN y sus modificatorias, y atento a lo dispuesto
en la RG (IGJ) 11/2020 se celebrará bajo la
modalidad de videoconferencia, los accionistas
comunicarán asistencia y solicitarán el link de
acceso al mail:
administracion@finisterreseguros.com, para el
siguiente

ORDEN DEL DIA:

1 - Designación de dos accionistas para
suscribir el Acta.

2 - Consideración de aportes irrevocables
en especie y en efectivo efectuados por terceros a
cuenta de futuros aumentos de Capital.

3 - Consideración de aumento de capital y
reforma de estatuto, emisión de acciones y renuncia
al derecho de preferencia en virtud de los aportes
efectuados por terceros. Capitalización de Aportes
y Emisión de Acciones.

Miguel Antonio Pignatelli-Presidente.

EL PRESIDENTE
Diario El Accionista
Fact. A-1807 I:22-01-21 V: 28-01-21
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$ 2835,82) h) SAC. s/ vacaciones: $ 527,41 ($763,41
- $ 236) i) SAC prop. 2º semester 2016: $ 2.242,84
($ 4604,71 – 2361,87) j) multa art. 80 LCT: $ 37.911
K) multa art. 2 ley 25.323: $ 33.340,72 Ello arroja
un total de $ 153.601,14, cifra que llevará los
intereses en la forma dispuesta en la sede de grado
por llegar firme a esta alzada.

VII. En virtud de la modificación propuesta,
corresponde dejar sin efecto la imposición de costas
y las regulaciones de honorarios dispuestas en
primera instancia (art. 279 CPCC), y proceder a
determinarlos en forma originaria conforme al
nuevo resultado del litigio, lo cual torna abstractos
los recursos y agravios deducidos respecto a los
honorarios.
Las costas de ambas instancias propongo que sean
impuestas a cargo de la demandada, que resultó
vencida en lo principal, siempre teniendo en cuenta
el principio objetivo de la derrota contenido en el
art. 68 del Código Procesal y que no hallo mérito
para apartarme del mismo. 4 Con relación a los
honorarios, teniendo en cuenta la entrada en
vigencia de la ley 27.423, la observación del art. 64
del texto normativo sancionado por el Congreso de
la Nación y la promulgación parcial dispuesta por
el decreto 1077/2017 (art. 7), corresponde
determinar cuál es la ley aplicable a los trabajos
cumplidos con anterioridad a la entrada en vigencia
de dicho texto normativo.
Al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la
Nación ha establecido por mayoría –con arreglo a
lo decidido por ese Tribunal ante situaciones
sustancialmente análogas- que en el caso de los
trabajos profesionales el derecho se constituye en
la oportunidad en que se los realiza, más allá de la
época en que se practique la liquidación (Fallos:
321:146; 328:1381; 329:1066, 3148, entre muchos
otros). Por ello, concluyeron que «el nuevo régimen
legal no es aplicable a los procesos fenecidos o en
trámite, en lo que respecta a la labor desarrollada
durante las etapas procesales concluidas durante
la vigencia de la ley 21.839 y su modificatoria ley
24.432, o que hubieran tenido principio de ejecución
(arg. art. 7 del decreto 1077/2017, considerandos
referidos al art. 64 de la ley 27.423 y doctrina de
Fallos: 268:352, 318:445 –en especial considerando
7-, 318:1887, 319:1479, 323:2577, 331: 1123, entre
otros» (CSJ 32/2009 (45-E) /CS1, originario,
«Establecimiento Las Marías S.A.C.I.F.A. c/
Misiones, Provincia de s/ acción declarativa»,
sentencia del 4 de septiembre de 2018).
Resulta necesario, entonces, ante la entrada en vigor
de un nuevo ordenamiento arancelario, discriminar
aquellas tareas pasadas durante la vigencia del
régimen anterior, de las que se hicieron a partir de
la operatividad del nuevo sistema.
De tal modo, en el caso, en tanto los trabajos
profesionales sustanciales por la labor cumplida en
primera instancia se realizaron estando en vigencia
la ley 21.839, el art. 38 LO, el art. 13 de la ley
24.432 y el decreto ley 16.638/57, habrán de
utilizarse las normas arancelarias allí contenidas.
Por ello, teniendo en cuenta el mérito, importancia
y extensión de las tareas desempeñadas por los
profesionales intervinientes, las etapas cumplidas

en el proceso y las pautas arancelarias de aplicación,
propongo regular los honorarios por la actuación
en primera instancia para la representación y
patrocinio letrado de la parte actora y de la
demandada, y para la perito contadora, en el 16%,
14% y 7%, respectivamente, porcentajes a calcular
sobre el monto de condena, comprensivo de capital
e intereses.

VIII- Los honorarios de los profesionales
intervinientes en esta alzada serán regulados en el
30%, respectivamente, de lo que le corresponda a
la representación letrada de cada una de las partes
por las tareas cumplidas en la etapa anterior (confr.
Art. 30 Ley 27.423). La Doctora GRACIELA
LILIANA CARAMBIA manifestó: que por análogos
fundamentos adhiere al voto de la Sra. Juez de
Cámara preopinante. En virtud de lo que surge del
acuerdo que antecede, el TRIBUNAL RESUELVE:
1º) Modificar la sentencia de primera instancia y
reducir el monto de condena a la suma de PESOS
CIENTO NOVENTA Y SIETE MIL
OCHOCIENTOS OCHENTA CON TREINTA Y
TRES CENTAVOS ($ 197.880,33), disponiéndose el
descuento del pago efectuado por la demandada en
la forma dispuesta en el punto VI del primer voto
de este acuerdo, monto final que devengará los
intereses dispuestos en la instancia anterior y hasta
su efectivo pago.
2º) Dejar sin efecto lo resuelto en materia de costas
y honorarios y establecerlos conforme lo propuesto
en los considerandos VII y VIII del primer voto de
este acuerdo.
3°) Regístrese, notifíquese, cúmplase con el art. 1
de la ley 26.856, Acordadas C.S.J.N. 15/13 punto 4)
y 24/13 y devuélvase. Con lo que terminó el acto,
firmando las señoras juezas por ante mí, que doy
fe. Se deja constancia que la Dra. María Dora
González no vota en virtud de lo dispuesto por el
art. 125 de la ley 18.345. Beatriz E. Ferdman
Graciela Liliana Carambia Juez de Cámara Juez
de Cámara


